
DOCTR INA

CUANDO LO PENAL MANTIENE LO CIVIL EN ESTADO

Eduardo J orge Prats*

Al Prof. Artagnan Pérez y a
la Lie. Mercedes María Estrella.

Por todos es sabido que, de un mismo hecho, pueden generarse 
dos clases de responsabilidades: una penal y otra civil. Es el caso, 
por ejemplo, de un conductor que, manejando su automóvil en esta­
do de ebriedad, atropella un peatón. Aquí, el automovilista compro­
mete su responsabilidad penal por las heridas causadas involuntaria­
mente al peatón y, al mismo tiempo, su responsabilidad civil por los 
daños causados por su hecho delictuoso. Asimismo, sufrirá los efec­
tos del ejercicio de la acción pública, tendiente a aplicarle la ley pe­
nal y a reparar el daño causado a la sociedad, y de la acción civil, 
cuyo objetivo es la reparación del daño causado a la víctima.

Esta acción civil podrá ser ejercitada ante dos tipos de tribuna­
les, a opción de la víctima: el penal o el civil. Si la víctima ha prefe­
rido llevar su acción en reparación del daño que se le ha causado por 
ante el tribunal civil, en caso de que la acción pública se haya ejerci­
do ya o se ejerza en el transcurso del proceso civil, el juez de lo civil 
deberá sobreseer el conocimiento de la acción civil hasta tanto el tri­
bunal represivo, apoderado de la acción pública, falle respecto a esta 
última.

Esta obligación de sobreseer la acción civil es lo que se conoce 
bajo el adagio francés “le criminel tient le civil en état”, o, lo que es 
lo mismo, “lo penal mantiene lo civil en estado”, el cual está consa­
grado en el Artículo 3 de nuestro Código de Procedimiento Criminal 
que reza así:

“Se puede perseguir la acción civil al mismo tiempo y ante los 
mismos jueces que la acción pública. También puede serlo separada-
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mente, en cuyo caso se suspende su ejercicio hasta cue se haya deci­
dido definitivamente sobre la acción pública, intentada antes o du­
rante la persecución de la acción civil”?

La finalidad de este artículo es examinar someramente el funda­
mento , condiciones de aplicación y carácter de dicha regla, a la luz 
de la jurisprudencia y doctrina francesas y dominie mas.

1. Fundamento

Durante mucho tiempo, se consideró que la regla “lo penal man­
tiene lo civil en estado” estaba ligada a la idea de prejudicialidad. Ve­
mos así, que autores tales como Merlin han opinado que el sobresei­
miento ordenado por el Art. 3,2 C.p. cr. se fundamenta en el hecho 
de que la acción pública es prejudicial a la acción civil y que, como 
en los casos inversos en los cuales es la acción civil la que es prejudi­
cial a la acción pública, la sentencia de la acción suspendida debe ser 
conforme a los términos de la decisión rendida sobre la acción preju­
dicial.

Hebraud, sin embargo, ha hecho notar que esta idea de prejudi­
cialidad, la cual supone cierta distinción entre las competencias de los 
tribunales penales y la de los tribunales civiles, estaba en contradic­
ción con el postulado fundamental de Merlin, quien, apoyándose en 
el Artículo 1351 del Código Civil, se esforzaba por identificar la ac­
ción civil y la acción pública.

Otros autores, manteniendo como fundamento de la regla el 
concepto de prejudicialidad, opinan que esta prejudicialidad, aún 
fundada sobre una cierta distinción de competencias, no se concibe 
más que observada dentro del marco del carácter accesorio de la ac­
ción civil en relación a la acción pública. La prejudicialidad que in­
tervendría en beneficio de la acción principal sería pues aquella indi­
cada por el viejo adagio latino que reza: “major pars trahit ad se 
minorem” (la parte mayor atrae a sí la menor).

Pero la noción de prejudicialidad como fundamento de la re­
gla no estaba exenta de críticas... Es así que un autor ha afirmado:

“Si se tratase de una verdadera cuestión prejudicial. ., la acción 
civil habría debido ser suspendida no solamente por el ejercicio de la 
acción pública, sino también por el solo hecho de la existenca de una 
cuestión susceptible de ser llevada ante eí tribunal represivo. Ahora
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bien, se sabe que, si una acción pública no es ejercida, el tribunal civil 
es libre de conocer del proceso que le es sometido...”2

Por otro lado, para Faustin-Hélie, la verdadera prejudidalidad 
consiste en despojar al juez incompetente de la cuestión que se le ha 
sometido y confiarla a una jurisdicción diferente. Precisamente, no 
es eso lo que se produce en el caso que examinamos: el tribunal civil 
en absoluto es desapoderado sino que simplemente se le ordena sus­
pender el conocimiento de la acción civil.

Estas objecciones lograron que no se volviese a emplear la idea 
de prejudidalidad como explicación del segundo párrafo del Art. 3 C. 
p. cr. Otras tesis,, no obstante, habían sido ya lanzadas y retomadas 
por determinados autores cada cierto tiempo. Así por ejemplo, se 
llegó a decir que el legislador, con el sobreseimiento del Art. 3,2 C.p. 
cr., había deseado prevenir toda influencia moral que el juez civil pu­
diese ejercer sobre el tribunal represivo, en caso de que falle en el 
transcurso de la instancia penal.3

Asimismo, se afirmó que, con dicho sobreseimiento, se buscaba 
“hacer reflejar sobre el debate civil las luces que habrían de surgir de 
la instancia criminal”, puesto que, por su funcionamiento y sus me­
dios de investigación, el procedimiento penal es una fuente más lumi­
nosa que el procedimiento civil.4

Otros autores, por otro lado, han afirmado que se habría queri­
do evitar el encabestramiento de los procedimientos y las dificultades 
relativas e inherentes a la reunión de las pruebas y a la comunicación 
de los expedientes, dificultades que se presentarían en caso de que se 
ejercieran, simultáneamente y en jurisdicciones distintas, la acción 
pública y la acción civil.5

También se ha dicho que el Art. 3,2 C.p.Cr. es una salvaguarda 
a la libertad de defensa, ya que un individuo obligado a defenderse 
ante el tribunal penal podría difícilmente hacerlo, al mismo tiempo, 
ante el tribunal civil. Respecto a esta tesis, vale la pena citar las ex­
presiones de Bouzat y Pinatel:

“Esta explicación —la de la salvaguarda a la libertad de defensa- 
no es pertinente, pues ante la jurisdicción civil el empleo de los man­
datarios es autorizado, incluso impuesto, y un hombre que se defien­
da en persona ante la jurisdicción represiva puede perfectamente de­
fenderse al mismo tiempo por mandatario ante la jurisdicción civil”.6
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Sin negar la validez de algunas de las anteriores explicaciones, 
creemos, al igual que la mayoría de la doctrina, que la regla “lo penal 
mantiene lo civil en estado” es una derivación lógica del principio de 
la autoridad de la cosa juzgada en lo penal sobre lo civil. Así pues, el 
sobreseimiento tendría por finalidad impedir una contradicción entre 
la sentencia penal y la sentencia civil, y, por otro lado, permitir al 
juez civil esperar que sea pronunciada la decisión penal, la cual está 
obligado a respetar.7

“Por qué se obliga al juez civil que deba conocer de la acción ci­
vil a suspender el trámite en el caso en que la acción pública se inten­
te ante la jurisdicción represiva y aguardar la resolución penal? Evi­
dentemente porque la resolución penal debe imponerse a él. La sus­
pensión del procedimiento sería innecesaria si el juez civil conservara 
las manos libres después de que hubiera fallado el juez penal; ¿para 
qué esperar la resolución penal si debiera permanecer sin influencia 
sobre la suerte del proceso civil? El artículo (3) del Código de proce­
dimiento penal se esfuerza por asegurar el respeto de la autoridad de 
la cosa juzgada en lo criminal sobre lo civil; implícitamente consagra 
esa autoridad”.8

Con ello se muestra de acuerdo la mayoría de la doctrina fran­
cesa9 y la totalidad de la dominicana:10 la regla “lo penal mantiene 
lo civil en estado” no es tanto una prueba del principio de la autori­
dad de la cosa juzgada en lo penal sobre lo civil, sino más bien el re­
sultado de dicho principio. Tal y como expresa un autor, “para que 
el sobreseimiento del ejercicio de la acción civil pueda tener un senti­
do, es necesario suponer que la sentencia que será rendida sobre la 
acción pública será obligatoria para el tribunal civil.”11

Este parece ser el mismo criterio de nuestra Suprema Corte de 
Justicia, al afirmar que “tal disposición (la del Art. 3,2 C.p.cr.)... es 
una consecuencia de la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal so­
bre lo civil”,12 principio éste no consagrado expresamente pero sí 
implícito en el esqueleto del derecho de la familia romano-germánica. 

2. Condiciones para su aplicación.

Respecto a las condiciones para la aplicación de la regla “lo pe­
nal mantiene lo civil en estado”, la jurisprudencia francesa, y en mu­
cho menor grado la dominicana, ha enfrentado dos imperativos anta­
gónicos: por un lado, el imperativo lógico que demanda una generali­
zación de la aplicación de la regla a todas las cuestiones susceptibles
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de dar lugar a un proceso penal, todo en aras de preservar la preemi­
nencia de la jurisdicción penal sobre la civil; y por otro lado, el impe­
rativo práctico, que previene contra las maniobras dilatorias de una 
parte que, sabiéndose perdida en una litis, provoca una persecución 
penal con la finalidad de retardar la inminente condenación que iba a 
ser pronunciada contra ella.

Es moviéndose en el espectro formado por estas dos exigencias 
excluyentes que la jurisprudencia, ayudada por la doctrina, ha fijado 
las condiciones para que se aplique el sobreseimiento ordenado por el 
Art. 3,2 C.p.cr., las cuales estudiaremos a continuación, en relación a 
la acción civil y en relación a la acción pública.

2.1 En relación a la acción civil

Debemos detenernos a analizar aquí tres puntos: a) la naturale­
za de la acción civil; b) el ejercicio de la acción civil; y c) los caracte­
res de la acción civil. Veamos:

2.2.1. Naturaleza de la acción civil.

La acción de que nos habla el Art. 3 C.p. cr. es aquella “inter­
puesta por la persona perjudicada por una infracción a la ley penal, 
con el objeto de obtener la reparación del daño que se le ha causado, 
lo cual comprende las restituciones y daños e intereses, amén de las 
costas irrogadas en el proceso”.13

Siendo el objeto de esta acción la reparación del daño causado 
por la infracción de la cual nace, ella se distingue evidentemente de 
otras acciones que,a pesar de que pueden tener su fuénte en la infrac­
ción, no están encaminadas a obtener la reparación del perjuicio oca­
sionado. Un ejemplo de estas últimas acciones: la acción en divor­
cio, si los hechos alegados dan lugar a una persecución penal. En este 
caso, la acción se basa en determinada infracción (adulterio, por 
ejemplo), pero ella no tiende a obtener la reparación del daño ocasio­
nado por ella. Se trata de la acción a fines civiles, la cual, contrario a 
la acción civil, solo puede ser ejercida de acuerdo a las reglas que ri­
gen los asuntos civiles.

Ahora bien, pese a las diferencias entre ambas acciones, es indu­
dable que la sentencia dictada respecto a la acción pública ejercerá in­
fluencia sobre lo que ha de ser juzgado acerca de una acción a fines 
civiles. De ahí que la jurisprudencia aplica al ejercicio de dicha ac-
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ción la regla del sobreseimiento, obligando así a la suspensión del 
proceso civil hasta que se falle definitivamente sobre la acción pú­
blica.14

Pero más aún: la jurisprudencia, viendo en la regla “lo penal 
mantiene lo civil en estado” un medio de asegurar la eficacia del prin­
cipio de la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal sobre lo civil, 
ha extendido la aplicación de la misma a las acciones perseguidas ante 
los Juzgados de Paz, y las juridicciones administrativas y disciplina­
rias, asimilándolas a las acciones a fines civiles de que hablamos antes. 
En consecuencia, se impondría ante estas jurisdicciones el sobresei­
miento ordenado por el segundo párrafo del Art. 3 C.p. cr.15

2.1.2 Ejercicio de la acción civil

Aunque parezca redundante, ya que el Art. 3,2 C. p.Cr. es muy 
claro al respecto, nuestra jurisprudencia se ha visto en la obligación 
de especificar que “la regla ‘lo criminal tiene lo civil en estado’...solo 
tiene aplicación cuando la acción civil se ha ejercido separadamente 
de la acción pública, y no cuando... la acción civil se ha intentado 
accesoriamente a la acción pública, importando poco que por el fun­
cionamiento de las vías de recurso, el resultado final haya sido que 
dichas acciones se encuentren en diferentes grados de jurisdic­
ción”.16

2.1.3 Caracteres de la acción civil.

Hemos dicho que el fundamento de la regla reside en la necesi­
dad de asegurar la autoridad de la cosa juzgada en lo penal sobre lo 
civil. Pero para que el riesgo de contradicción de sentencias aparezca 
y, en consecuencia, el sobreseimiento de la acción civil devenga indis­
pensable, se requiere que el tribunal penal y el tribunal civil tengan 
que apreciar el mismo hecho. Es por ello, que tradicionalmente se ha 
exigido, como condición sine qua non para que se ordene el sobresei­
miento, que la acción civil tenga la característica de que nazca del 
mismo hecho que la acción pública. En otras palabras, es preciso una 
identidad de hecho entre la acción civil y la acción pública.

Se deduce de esto que, cuando por ejemplo, un distribuidor de­
manda en daños y perjuicios por terminación injustificada y el pro­
ductor incoa una acción pública contra aquel por abuso de confianza, 
no hay lugar a sobreseer el asunto civil, puesto que las dos acciones se 
basan en hechos distintos.1 7
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Asimismo, y por esta misma carencia de identidad de hecho en­
tre la acción pública y la acción civil, la jurisprudencia francesa consi­
dera que no procede el sobreseimiento en los casos en que, en el 
transcurso de un proceso civil, el cual ha dado lugar a un informativo, 
el demandado se querelle contra algunos testigos por falso testimo­
nio. Aquí solo procede el sobreseimiento en la medida en que la sen­
tencia civil deba fundarse en los testimonios impugnados.1 s

2.1.3.1 La cuestión del Artículo 1384, párrafo primero del 
Código Civil.

Ha suscitado serias controversias la cuestión de saber si hay 
identidad de hecho entre la acción pública y la acción civil, cuando 
esta última, ejercida ante el tribunal civil, tiene por fundamento la 
responsabilidad dictada por el Artículo 1384, 1, Cod. Civ. La mayo­
ría de las decisiones de los tribunales franceses han admitido que no 
hay identidad de hecho y, por tanto, no hay lugar al sobreseimiento 
previsto por el Art. 3,2 C.p.cr.1 9

Pero discusiones más serias han tenido lugar en el caso donde la 
acción civil, ejercida ante el tribunal civil, es fundada a la vez sobre 
el Artículo 1382 y 1384 del Código Civil. Los jueces, al principio, 
fueron partidarios de que se debía suspender tanto la acción fundada 
sobre el primer artículo como la basada sobre el segundo.20 No obs­
tante, en la actualidad, se sostiene que la acción contra el guardián de 
la cosa, la cual no implica obligatoriamente un comportamiento cul­
poso, es independiente de la acción civil que la víctima puede ejrcer 
ante el juez penal, en virtud del Art. 1382 Cod. Civ. 21

Al respecto, nuestra Suprema Corte de Justicia entiende que el 
sobreseimiento se impone aún cuando la demanda civil sea incoada 
en contra del guardián de la cosa inanimada,2 2 lo cual es criticado 
por un autor que considera que, con esta posición, este alto tribunal 
“permanece todavía en el siglo pasado”.23

2.1.3 2 Quid de la identidad de las partes

La regla “lo penal mantiene lo civil en estado” se aplica también 
en los casos en que la acción civil es ejercida contra terceras personas 
diferentes al autor de la infracción, pero de cuyo hecho deben res­
ponder civilmente, siempre y cuando dicha acción se origine en el
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mismo hecho que la infracción. Se desprende de esto que la ausencia 
de identidad de partes no es óbice para que se produzca el sobresei­
miento.

2.2 En relación a la acción pública

Para que el sobreseimiento pueda ser ordenado, dos requisitos 
respecto a la acción pública se requieren: a) la puesta en movimiento 
de la acción pública; b) que no se haya decidido definitivamente so­
bre la acción pública.

2.2.1 Puesta en movimiento de la acción pública.

Es indispensable, para poder sobreseer el conocimiento de la ac­
ción civil, que la acción pública haya sido efectivamente ejercida an­
tes de la demanda civil o en el transcurso de ésta, es decir, que no es 
suficiente que se le impute la infracción al supuesto infractor para 
que se produzca dicho sobreseimieno.

La acción pública se reputa ejercida cuando se realiza un acto 
que la pone en movimiento,24 lo cual ha sido consagrado por la juris­
prudencia, al afirmar que no basta, para que se ordene el sobresei­
miento, que se haya formulado una querella, sino que es preciso que 
la acción pública haya sido puesta en movimiento, bien por actua­
ción del Ministerio Público o bien porque el querellante se haya cons­
tituido en parte civil.25 Tampoco basta que el representante del Mi­
nisterio Público se haya reservado el derecho a ejercerla acción pú­
blica, para que haya sobreseimiento.26

Sobra decir que si no se ha intentado la acción pública, no hay 
necesidad de sobreseer la acción civil.2 7

2.2.2. Que no se haya decidido definitivamente sobre la ac­
ción pública.

Es evidente que si se ha “decidido definitivamente sobre la ac­
ción pública”, es decir, si hay una resolución firme que haya zanjado 
a acción pública, el juez civil no tiene motivo jurídico alguno para 
sobreseer la acción civil, la cual puede ser conocida sin suspensión 
alguna.

3. Consecuencias del sobreseimiento

Cuando están reunidas todas las condiciones de que hemos ha-
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blado anteriormente, una serie de consecuencias en relación a la regla 
se desprenden y son las que estudiaremos a continuación...

3.1 Obligación de sobreseer

En cuanto están reunidas las condiciones para la aplicación de la 
regla de “lo penal mantiene lo civil en estado”, el juez civil está en 
la obligación de sobreseer y, por su carácter de orden público,28 el 
sobreseimiento debe ser pronunciado de oficio, todo, a pena de “nu­
lidad absoluta del procedimiento”.29

3.2 Duración del sobreseimiento

El ejercicio de la acción civil permanece suspendido, tal y como 
expresa el Art. 3,2 C.p. Cr., hasta tanto no “se haya decidido definiti­
vamente sobre la acción pública”. Una sentencia irrevocable de una 
jurisdicción de juicio descargando o condenando al prevenido o al 
acusado pone ciertamente fin al sobreseimiento. Pero... ¿qué pensar 
de las decisiones revocables, tales como una ordenanza de no ha lugar 
rendida en materia preparatoria o una sentencia de contumacia?

La jurisprudencia y la doctrina son contestes en que estas deci­
siones que no tienen un carácter de irrevocabilidad ponen también 
fin al sobreseimiento, ya que lo que se requiere es una decisión defi­
nitiva, aunque ésta sea provisional. Ello así, porque, en la práctica, 
una solución contraria prolongaría el sobreseimiento indefinidamen­
te, por lo que la víctima se vería imposibilitada de obtener una repa­
ración al daño que se le ha causado.

Para Cachia,3 0 eute criterio jurisprudencial y doctrinario es difí­
cil de sustentar jurídicamente, pues las decisiones provisionales que 
ponen fin al sobreseimiento dejan subsistir el riesgo de una contradic­
ción entre la decisión penal y la decisión civil. De ahí que para este 
autor “parece en efecto imposible de fundar, como se ha intentado 
hacer, la regla del sobreseimiento sobre el principio de la autoridad 
de la cosa juzgada”.31

Ya hemos visto, sin embargo, que la regla de que “lo penal man­
tiene lo civil en estado” es una consecuencia lógica del principió de la 
autoridad de la cosa juzgada en lo penal sobre lo civil. Y es que, a fin 
de cuentas, a pesar de las diferencias que puedan existir entre el prin­
cipio y la regla, tanto el uno como la otra responden a la idea de una 
preeminencia de la acción pública sobre la acción civil, preeminencia
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que ha dominado el derecho francés durante mucho tiempo y del 
cual la hemos heredado.

NOTAS
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